PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo proceda a derogar el Decreto N° 3113, del 22 de noviembre de 2002, que dispone la aplicación de las restricciones establecidas en la Cláusula SEGUNDA inciso 8) del “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” del año 1993 al régimen de distribución a Municipios y Comunas de los recursos de Coparticipación Federal de Impuestos (Ley 23548) recibidos del Gobierno Federal.

Señor Presidente:

La aplicación de la cláusula Segunda del artículo 8 del “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” del año 1993, fue reglamentada  en nuestra Provincia en forma parcializada a través  del  decreto cuestionado. 

En los marcos reglamentarios provinciales relevados entre los que se destacan los de Córdoba, Mendoza y Buenos Aires,  las restricciones establecidas en el inciso 8) de la Cláusula SEGUNDA del Pacto Federal no son de aplicación a los regímenes de distribución a Municipios y Comunas de los recursos de Coparticipación Federal.

En nuestra provincia, el Poder Ejecutivo dictó en el mes de noviembre de 2002,  con aplicación retroactiva desde marzo del mismo año, el decreto N° 3113,  adoptando una posición absolutamente contraria a la antes referida. Así,  el decreto de mención aplica un criterio opuesto al de las provincias citadas, desconociendo el espíritu del acuerdo firmado. 

El Decreto 3113 en su Artículo 2° dispone que las restricciones establecidas en el citado inciso 8) de la Cláusula SEGUNDA del referido Pacto Federal son aplicables al sistema de distribución a Municipios y Comunas de los recursos de Coparticipación Federal recibidos del Gobierno Federal.

Tal Decreto asigna al régimen de coparticipación federal a Municipios y Comunas, la misma categoría y relevancia que a todo gasto corriente provincial,  imponiéndole a las mismas las restricciones del citado Pacto Federal significando ello un tope que les impide dar íntegro cumplimiento de sus funciones  cada vez más amplias, tal como ha quedado demostrado a través del proceso acontecido durante los últimos años. Esto implica agravar y perpetuar el crónico y progresivo desfinanciamiento a que el Poder Ejecutivo viene condenado a los Municipios y Comunas de la Provincia.

En términos concretos, durante el último trimestre del año 2003 la Provincia de Santa Fe por aplicación del Decreto cuestionado ha distribuido a Municipios y Comunas $30.883.000 en concepto de Coparticipación Federal Ley 23.548. De no haberse aplicado el criterio del Decreto 3113/02 y considerando los fondos transferidos por el Gobierno Nacional en concepto de Coparticipación Federal la distribución a Municipios y Comunas correspondiente a dicho trimestre hubiese ascendido a $45.121.000, lo que arroja una diferencia trimestral de fondos no distribuidos a Municipios y comunas de $14.238.000.- , es decir un 46% respecto a lo distribuido efectivamente.

En el primer bimestre del presente año la Provincia ha distribuido a Municipios y Comunas mediante aplicación del Decreto cuestionado $20.589.000 en concepto de coparticipación federal, mientras que de no haberse aplicado dicha restricción la distribución a Municipios y Comunas debería haber alcanzado $31.370.000 en dicho bimestre, registrándose un perjuicio para los Municipios y Comunas por esta cuestión del orden de $10.781.000., lo cual confirma un incremento respecto a los datos citados del año 2003, tendencia que se profundizaría durante el presente año a juzgar por las estimaciones de organismos oficiales y privados.

Los valores citados anteriormente arrojan un perjuicio para Municipios y Comunas promedio mensual de $5.003.000. En pro de una mejor percepción cabe destacar que dicho perjuicio agregado para Municipios y Comunas significan los siguientes importes promedios de perjuicios individuales:

MUNICIPIO
PERJUICIO PROM. MENSUAL

Esperanza
$49.000.-

Santo Tomé
$68.000.-

Rafaela
$96.000.-

Rosario
$1.630.000.-

Avellaneda
$34.000.-

A todo lo expuesto, se debe agregar que con la aplicación del Decreto cuya derogación aquí se persigue, se avasallan las autonomías municipales que reconoce rango constitucional, en especial por aplicar inadecuadamente una restricción establecida en un Pacto del cual los Municipios y Comunas ni siquiera han sido partes signatarias.



Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.-



